ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA - Daño derivado de violación a los derechos humanos y al derecho internacional humanitario / DAÑO POR TOMAS GUERRILLERAS – Ataques terroristas / ATAQUE CAUSADO POR GRUPOS AL MARGEN DE LA LEY - Enfrentamiento entre la fuerza pública y grupos al margen de la ley / INCURSIÓN GUERRILLERA - Al municipio de Puerto Lleras / DAÑO ANTIJURÍDICO - Muerte de población civil no combatiente y destrucción de bienes inmuebles 

Corresponde a la Sala determinar la responsabilidad patrimonial de las entidades demandadas por (…) los daños invocados por la parte actora. En tal sentido, está  debidamente acreditada la muerte de los señores José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez en los hechos ocurridos entre el 10 y 11 de julio de 1999. Así mismo, está acreditada la destrucción parcial de inmuebles por la misma causa, entre ellos, 4 inmuebles de Pastor Bustos y el establecimiento comercial “La Primavera”, en donde resultaron gravemente lesionados los familiares de los hoy accionantes y que a la postre fallecieron como consecuencia de las heridas. (…) Para ello será necesario analizar si la muerte de los señores José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez, y la destrucción de las propiedades de Pastor Bustos, fueron causadas al momento de la incursión guerrillera al municipio de Puerto Lleras, Meta, en un ataque indiscriminado a la población civil o si, por el contrario, se trató de un daño generado como consecuencia de un combate sostenido entre miembros de la insurgencia y las fuerzas militares y Policía Nacional. 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Inaplicabilidad de un único título de responsabilidad. Reiteración jurisprudencial / TÍTULOS DE IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Corresponde al Juez decidir el régimen aplicable en consonancia con la realidad probatoria 
La jurisprudencia de la Sala tiene por establecido que la imputación de responsabilidad a la administración debe estar en consonancia con la realidad probatoria, en cada caso concreto. Esto, porque, en cuanto el artículo 90 constitucional no privilegia un régimen especial de responsabilidad, los títulos o razones que permiten atribuir la responsabilidad al Estado son elementos argumentativos de la sentencia. NOTA DE RELATORÍA: En relación con los títulos de imputación aplicables por la jurisdicción de lo contencioso administrativo al decidir sobre responsabilidad patrimonial del Estado, consular sentencia de 19 de abril de 2012, Exp. 21515, CP. Hernán Andrade Rincón.

FUENTE FORMAL: CONSTITUCIÓN POLÍTICA - ARTICULO 90

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Procedencia por daños antijurídicos ocasionados en el ámbito de combates en los que se hace uso de la fuerza pública. Reiteración jurisprudencial / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Daños ocasionados a particulares en el marco del conflicto armado interno. Combates entre las fuerzas del Estado y la insurgencia / RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO - Procedencia por omisión del deber de seguridad y protección de la fuerza pública 

[P]ara la Sala resulta claro que los daños antijurídicos sufridos por los civiles en combates en el marco del conflicto armado interno, deben ser reparados por el Estado, con fundamento en el ordenamiento constitucional que le impone los deberes de proteger a las personas en sus vidas, libertades y bienes y demás intereses jurídicos y de procurar en la medida de lo posible su reparación e indemnización en los casos en que esos bienes resultan lesionados durante el ejercicio de la fuerza pública.

RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL MINISTERIO DE DEFENSA, POLICÍA Y EJÉRCITO NACIONAL - Existente por daños ocasionados a población civil durante combate entre miembros de las FARC y la fuerza pública / IMPUTACIÓN DE RESPONSABILIDAD POR ATAQUE GUERRILLERO - Daños provocados por incursiones de grupos al margen de la ley contra instituciones del Estado / INCURSIÓN GUERRILLERA - Responsabilidad por hechos de terceros en el marco del conflicto armado interno colombiano / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL DEL ESTADO - Procedente por daños causados con ocasión del riesgo derivado del conflicto al que fueron sometidas las víctimas
[E]l argumento reiterado de las entidades demandadas en la contestación de la demanda y alegatos finales, consistente en que los ataques de la subversión fueron indiscriminados en contra de la población civil, y que ellos produjeron el daño, no sólo carece de fundamento fáctico, sino que, por el contrario, existen elementos de juicio que permiten concluir que los mencionados se dieron dentro del combate y, por lo tanto, no es posible aplicar la causal de exoneración de responsabilidad de hecho de un tercero, en la medida en que esos daños se causaron con ocasión del riesgo derivado del conflicto al que fueron sometidas las víctimas. (…) En conclusión, esta Sala encuentra elementos de juicio sólidos que le permiten dar por acreditado que, en cuanto fueron ocasionados durante el combate entre miembros de las FARC y miembros de las fuerzas militares y policía nacional, se trata de daños que los actores no tienen por qué soportar. En consecuencia, revocará la decisión del a quo declarará la responsabilidad patrimonial de la Nación, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional por los daños antijurídicos sufridos por los actores durante el combate entre la fuerza pública y la insurgencia, ocurrido en Puerto Lleras, Meta, el 10 y 11 de julio de 1999 y pasará a resolver sobre las indemnizaciones solicitadas. 

PERJUICIOS MORALES - Procedente por muerte de civiles durante el combate entre la fuerza pública y la insurgencia / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MORALES - Reconocidos a favor de familiares de la víctima conforme a los parámetros jurisprudenciales 
La Sala infiere el perjuicio moral de los actores, del hecho cierto de la muerte de José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez, de tal forma que ordenará indemnizar a los actores, para lo cual se tendrá en cuenta el parentesco o circunstancias de cada uno de ellos, y los estándares fijados en precedentes. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la reparación del daño moral en caso de muerte, consultar sentencia 28 de agosto de 2014, Exp. 27709, C.P. Carlos Alberto Zambrano. 
PERJUICIO MORAL POR PÉRDIDA O DAÑO A BIENES INMUEBLES - Su reconocimiento dependerá de las pruebas que acrediten su existencia y magnitud / INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS MORALES POR DAÑOS MATERIALES - Procedente al acreditarse su existencia en debida forma

Como quiera que la Sala encontró acreditados, mediante prueba testimonial, los perjuicios morales derivados de la afectación a los inmuebles de propiedad del señor Pastor Bustos, reconocerá diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor del demandante por este concepto.    

PERJUICIOS MATERIALES POR LUCRO CESANTE - Por lo dejado de percibir por el fallecimiento de familiar en edad productiva / INDEMNIZACIÓN DE LUCRO CESANTE - Liquidado por el salario mínimo al no comprobarse monto de ingresos de la víctima fallecida / LIQUIDACIÓN DE LUCRO CESANTE - tendrá en cuenta la edad de vida probable de la víctima fallecida / LUCRO CESANTE - Para su liquidación debe ser tenido en cuenta el derecho de acrecimiento / CÁLCULO DEL LUCRO CESANTE - Se tienen en cuenta criterios jurisprudenciales y se reconoce acrecimiento 

En la demanda se pidió la indemnización de perjuicios materiales, por lucro cesante, derivados de la pérdida de ayuda económica que recibía María Isabel Moreno Ramírez de su compañero José Alberto Vergara. Adicionalmente, se solicitó el reconocimiento de $36’000.000 millones de pesos por causa de la destrucción del establecimiento comercial en donde funcionaba la panadería “La Primavera”. (…)  En lo que respecta a la dependencia económica de María Isabel Moreno Ramírez, compañera supérstite, los testimonios allegados al proceso refirieron que ella se dedicaba a las labores de hogar, y que dependía económicamente de José Alberto Vergara, sin embargo, no se estableció el monto de la ayuda económica ni lo devengado por el compañero fallecido. (…) Así las cosas, conforme con la inveterada jurisprudencia de la Corporación, se tendrá como ingreso el salario mínimo legal mensual vigente para la fecha de ejecutoria de la presente sentencia. (…) al cual le será sumado el 25% de prestaciones sociales conforme al estándar sostenido por esta Sala y se le restará el 25% como presunción de lo que el fallecido utilizaba para sí mismo. (…) Asimismo, se tendrá en cuenta que José Alberto Vergara para la fecha de su fallecimiento contaba con 58 años de edad y que conforme a la Resolución 112 de 29 de julio de 2007, la vida probable restante era de 22,28 años, los cuales representan en meses un total de 267,31 meses, a los que se les resta el tiempo de lucro consolidado (229,44 meses), quedando un periodo a indemnizar de 37,87 meses, correspondiente al tiempo de lucro cesante futuro.  Estas indemnizaciones se liquidarán de conformidad con las formulas del acrecimiento. (…) Así las cosas, toda vez que para el día en que perdió la vida, esto es el 12 de julio de 1999, al señor José Alberto Vergara le quedaban 22 años de vida probable y teniendo en cuenta que su compañera María Isabel Moreno Ramírez para la misma fecha tenía 51 años de edad, se tiene que estadísticamente el señor José Alberto Vergara hubiera vivido menos que su esposa, por lo tanto la indemnización se realizará teniendo en cuenta la expectativa de vida de aquel. NOTA DE RELATORÍA: Sobre la liquidación del lucro cesante con acrecimiento, consultar sentencia de unificación de 22 de abril de 2015, Exp. 19146, CP. Stella Conto Díaz del Castillo.

DAÑO EMERGENTE - Procedente por destrucción de bienes inmuebles 
Respecto de los perjuicios materiales por la destrucción de 4 propiedades de Pastor Bustos, se reconocerá por este concepto la suma de $14’317.500, según lo determinado en el dictamen del arquitecto Omar Ladino López, funcionario de la División de Control y Apoyo Logístico de la entonces Secretaría de Infraestructura del Meta, por contener un resumen detallado de los daños de las propiedades del accionante, suma que actualizada a valor actual arroja un total de $36´524.129,91 de conformidad con la fórmula de matemática financiera utilizada por esta Corporación.
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO (E)
Bogotá, D.C., treinta (30) de agosto de dos mil dieciocho (2018)
Radicación número: 50001-23-15-000-2001-00223-01(33135)
Actor: MARÍA ISABEL MORENO RAMÍREZ Y OTROS
Demandado: MINISTERIO DE DEFENSA- EJÉRCITO NACIONAL – FUERZA AÉREA - POLICÍA NACIONAL
Referencia: APELACIÓN SENTENCIA - ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia de 17 de enero de 2006, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, mediante la cual negó las pretensiones de la demanda. La sentencia recurrida será revocada.  

 SÍNTESIS DEL CASO

Entre el 9 y 11 de julio de 1999, guerrilleros de las FARC atacaron las instalaciones de la Policía Nacional del Municipio de Puerto Lleras, Meta, ataque que fue repelido por la fuerza pública, con apoyo del Ejército Nacional y la Fuerza Aérea. Como consecuencia del combate fueron destruidos varios inmuebles y muertos los familiares de los accionantes.

ANTECEDENTES
I. Lo que se demanda

1. Mediante demanda presentada a través de apoderada judicial, el 26 de junio de 2001, los señores María Isabel Moreno Ramírez, María Nelly Vergara Moreno, Luz Miryam Vergara Moreno, María Herminia Vergara Moreno, Melba Vergara Moreno, Elvia Vergara Moreno, Ana Isabel Vergara Moreno, Ana Judith Vergara, José Manuel Vergara Moreno, Argemiro Vergara Vergara, Víctor Julio Vergara Moreno, José Alirio Vergara Ramírez, Melba Antolinez Jiménez, José Fredy Amaya Antolinez, Martha Liliana Amaya Antolinez, Alexander Amaya Antolinez, Edwin Amaya Antolinez y Pastor Bustos, en ejercicio de la acción de reparación directa demandaron a la Nación-Ministerio de Defensa, para que se diera trámite favorable a las pretensiones que se citan a continuación (f.25-27 c.5):
PRIMERO. Se declare administrativamente y patrimonialmente responsable a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional (Ejército – Fuerza Aérea Colombiana) – Policía Nacional, de la totalidad de los perjuicios morales y materiales derivados de los hechos ocurridos durante los días 9 al 11 de julio de 1999 en el Municipio de Puerto Lleras (Meta), cuando al presentarse una incursión guerrillera en dicha población se produjo un enfrentamiento entre la subversión y la fuerza pública del Estado, en el cual resultaron gravemente lesionados, falleciendo posteriormente, los señores JOSÉ ALBERTO VERGARA, JOSÉ ALBERTO VERGARA MORENO y VÍCTOR MANUEL AMAYA FLOREZ, junto con otros pobladores; padeciendo igualmente cuantiosas pérdidas económicas en tales hechos el señor PASTOR BUSTOS y la familia VERGARA MORENO que obra como demandante.

SEGUNDO. Como consecuencia de la anterior declaración, se condene a la Nación – Ministerio de Defensa Nacional (Ejército – Fuerza Aérea Colombiana) – Policía Nacional a pagar a cada uno de los demandantes los perjuicios morales y materiales que a continuación se solicitan: 

2.1. PERJUICIOS MORALES:

Por concepto de perjuicios morales María Isabel Moreno Ramírez, María Nelly Vergara Moreno, Luz Miryam Vergara Moreno, María Herminia Vergara Moreno, Melba Vergara Moreno, Elvia Vergara Moreno, Ana Isabel Vergara Moreno y José Alirio Vergara Ramírez, deberán recibir, cada uno de ellos, el equivalente en pesos a 2.000 gramos de oro fino, derivados del sufrimiento que les produjo la muerte de JOSÉ ALBERTO VERGARA y JOSÉ ALBERTO VERGARA MORENO, para un total de 16.000 gramos de oro fino. 

Así mismo, por este concepto, Ana Judith Vergara, José Manuel Vergara, Argemiro Vergara, Víctor Julio Vergara Moreno, Melba Antolinez Jiménez, José Fredy Amaya Antolinez, Martha Liliana Amaya Antolinez, Alexander Amaya Antolinez y Edwin Amaya Antolinez, deberán recibir, cada uno, el equivalente a 1.000 gramos de oro fino, derivados del sufrimiento que les produjo la muerte de JOSÉ ALBERTO VERGARA Y VÍCTOR MANUEL AMAYA FLOREZ, respectivamente, para un total de 9.000 gramos de oro fino. 

Por su parte, el señor PASTOR BUSTOS deberá recibir por este concepto, la cantidad equivalente en pesos a 1.000 gramos de oro fino, derivados de la angustia de ver destruido su patrimonio.

Para efectos de la liquidación y pago de estos perjuicios, solicito se tome el precio de venta más alto de gramo de oro fino a la fecha de ejecutoria de la sentencia o del auto aprobatorio de la conciliación, si a ella hubiere lugar, según certificación del Banco de la República; para un reconocimiento total del equivalente en pesos a 26.000 gramos de oro fino.

2.2. PERJUICIOS MATERIALES:
A la fecha de presentación de este escrito, estimo los perjuicios materiales causados en una suma superior a cuatrocientos dieciséis millones de pesos ($416’000.000), discriminados de la siguiente manera: 

A. Para María Isabel Moreno Ramírez, y/o quien acredite igual o mejor derecho, la suma de ciento cincuenta millones de pesos ($150’000.000) o el mayor valor que resulte, derivados de la pérdida de ayuda económica que recibía de su compañero JOSÉ ALBERTO VERGARA; y sumado a ello, la cantidad de treinta y seis millones de pesos ($36’000.000) generados en la destrucción del inmueble ubicado en el casco urbano del Municipio de Puerto Lleras (Meta) en el que residían y operaba la panadería “La Primavera”.

B. Para Melba Antolinez Jiménez y los menores Martha Liliana Amaya Antolinez, Alexander Amaya Antolinez y Edwin Amaya Antolinez, y/o quien acredite igual o mejor derecho, la suma de ciento cincuenta millones de pesos ($150’000.000) o el mayor valor que resulte, derivados de la pérdida del sostén económico que les proporcionaba VÍCTOR MANUEL AMAYA AMAYA FLOREZ.

C. Para PASTOR BUSTOS, la suma de ochenta millones de pesos ($80’000.000) generados en la destrucción de cuatro (4) inmuebles de su propiedad, ubicados en el Municipio de Puerto Lleras (Meta).  

Para efectos de la liquidación de los perjuicios materiales, los cuales deberán ser debidamente actualizados, solicito sean tenidos en cuenta los siguientes elementos: 

1. Edad de las víctimas al momento de los hechos, estado civil, personas a cargo y edades, término de vida probable de 75 años, valor de los daños patrimoniales, ingresos mensuales o salario mínimo de 1999 actualizado más el incremento del 25% por prestaciones sociales, etc. 

2. Variación mensual y anual del índice de precios al consumidor entre el mes de julio de 1999 y la fecha de la sentencia o conciliación, según certificación expedida por el DANE.

3. La fórmula de matemáticas financieras aceptada por el H. Consejo de Estado para la liquidación de los perjuicios materiales, consolidados y futuros.

TERCERO. La Nación – Ministerio de Defensa Nacional (Ejército-Fuerza Aérea Colombiana) – Policía Nacional, o la entidad obligada al pago, dará estricto cumplimiento a la sentencia o conciliación en los términos de los artículos 176, 177 y 178 del Código Contencioso Administrativo, cancelando a cada uno de los actores los intereses comerciales o moratorios que se causen. 
2. Como fundamento de sus pretensiones, la parte actora argumentó que la responsabilidad que se endilga a la administración puede analizarse desde diferentes regímenes: 

2.1. Sostuvo que podría aplicarse el régimen de falla del servicio, teniendo en cuenta que la reacción de la fuerza pública fue excesiva y puso en alto riesgo a la sociedad civil, razón por la cual fallecieron 8 habitantes en el fuego cruzado y se materializaron cuantiosas pérdidas patrimoniales. Adicionalmente, a su juicio, se configuró la falla del servicio, dado que la fuerza pública no tomó medidas de protección y no dio aviso a la población frente al operativo de reacción para repeler el ataque guerrillero.

2.2. De no ser aplicable el régimen anterior, sostuvo que podría analizarse el caso “desde la óptica del daño especial, teniendo en cuenta que miembros de la subversión iniciaron la toma de la población de Puerto Lleras y atacaron el puesto de Policía, entrando la fuerza pública del Estado – compuesta en esta ocasión por miembros de la Policía, el Ejército y la Fuerza Aérea Colombiana – a repeler esa acción, generándose así un sangriento enfrentamiento armado” que generó la muerte, entre otros, de tres ciudadanos, la cual no tenían la obligación de soportar. 

II. Trámite procesal
3. La demanda, interpuesta ante el Tribunal Administrativo del Meta el 26 de junio de 2001, se admitió por Auto de 26 de julio del mismo año (f. 116 c. 5).

4. Dentro del término de traslado, las entidades demandadas contestaron en los siguientes términos: 

4.1. El Ministerio de Defensa planteó que las FARC violaron normas de Derecho Internacional Humanitario al atacar indiscriminadamente a la población civil y a sus bienes con armas no convencionales, lo que se evidencia al quedar destruido casi todo el pueblo de Puerto Lleras tras el ataque subversivo, lo cual permite, en su criterio, descartar que el mismo haya sido dirigido exclusivamente contra la Estación de Policía. Lo anterior, configura, a su juicio, la causal excluyente de responsabilidad denominada “hecho de un tercero” (f. 135 c. 5). 

4.2. La Policía Nacional, en igual sentido, sostuvo que el ataque no se dirigió exclusivamente al personal de dicha institución y sus instalaciones, sino que se trató de un embate contra la población en general y sus bienes, que dicha institución repelió en cumplimiento de sus deberes constitucionales y legales de salvaguardar la vida, honra y bienes de los ciudadanos, dentro de sus posibilidades, por lo que no se puede concluir que incurrió en falla.  En tal sentido, afirmó que “los perjuicios sufridos por la población civil son producto del ataque sorpresivo, irresponsable y violatorio de las más elementales normas del Derecho Internacional Humanitario por parte de un tercero”. También sostuvo que la muerte de las personas relacionadas con el hecho no fue producto de combates. En lo que respecta al daño especial deprecado por la accionante, manifestó que no es aplicable al caso concreto, toda vez que las personas fallecidas “conocían, aceptaron y asumieron de manera voluntaria localizarse y laborar en esta región que como es de público conocimiento presenta constantes ataques de grupos al margen de la ley”. Por lo anterior, solicitó, absolvérsela de responsabilidad por el «hecho de un tercero».  En lo que atañe a la solicitud de pago de perjuicios materiales por la destrucción del establecimiento comercial “La Primavera” argumentó que debía aplicarse la excepción de falta de legitimación en la causa por activa, toda vez que los demandantes no acreditaron la calidad de propietarios del establecimiento comercial, conforme a lo establecido en la ley, a saber, certificado de la Cámara de Comercio.

5. Cerrada la etapa probatoria en la primera instancia, las partes presentaron alegatos de conclusión en los siguientes términos:

5.1. La parte accionante, reiteró lo expuesto en la demanda y sostuvo que quedaron demostrados los daños materiales e inmateriales deprecados, conforme con los testimonios allegados al proceso (f. 471-473 c. 5).

5.2. El apoderado del Ministerio de Defensa – Ejército Nacional planteó que el régimen aplicable al caso debe ser el de falla del servicio, y sostuvo que ninguna prueba obra en el expediente para dar por acreditados los requisitos exigidos para tal responsabilidad. Adicionalmente, reiteró que se configuró la causal de exoneración de responsabilidad consistente en el hecho de un tercero. Aunado a lo anterior, consideró que el Ejército Nacional no tiene dentro de sus funciones “prestar seguridad personal o servicio de escolta a los particulares”. Agregó que en lo que respecta a la falla del servicio, el Estado no está obligado a lo imposible (f. 461-464 C5).

5.3. El apoderado de la Policía Nacional sostuvo que lo sucedido en Puerto Lleras, Meta, fue un ataque de la guerrilla con la característica de ser generalizado en contra de la población y no exclusivamente contra la Policía Nacional, configurándose el hecho de un tercero. Aclaró que “no [fue] un enfrentamiento, pues bajo ninguna circunstancia le es permitido a la fuerza pública desarrollar combates o enfrentamientos en el perímetro urbano de una población”. Sostuvo que fueron las FARC quienes violaron el Derecho Internacional Humanitario al realizar un ataque “intempestivo y sorpresivo” con armas no convencionales que causaron la muerte y la destrucción de los bienes de la población civil, e insistió en que la causa de los perjuicios reclamados no fueron ocasionados con armas de la Policía Nacional, quienes, al contrario, cumplieron el deber constitucional y legal de defender la vida, honra y bienes de los ciudadanos, lo que significa, a su juicio, que no existe nexo causal entre el daño y la conducta imputada. Adicionalmente, trajo a colación una jurisprudencia del Consejo de Estado de 2003 en la que se trató el tema del daño especial, sin explicar las razones por las que resulta aplicable al caso concreto. Finalizó sus alegatos afirmando que no existe prueba documental sobre la existencia del establecimiento comercial ni de los bienes del señor  Pastor Bustos. Sostuvo que tampoco se adjuntaron libros de contabilidad para demostrar los ingresos y la actividad comercial (f.465-470 c. 5).  

6. El Tribunal Administrativo del Meta profirió sentencia de primera instancia el 17 de enero de 2006, en la que negó las pretensiones de la demanda (f.475-489 c.p.): 

6.1. Como fundamento de su decisión, el a quo consideró lo siguiente: 

6.1.1.  Precisó que el asunto bajo estudio debería dilucidarse bajo la óptica de la falla del servicio, régimen de imputación que radica la carga de la prueba en cabeza de la parte demandante. 

6.1.2. El Tribunal consideró que los testigos de referencia no pueden ser considerados como creíbles frente a la causa de la muerte de los familiares de los demandantes, específicamente quienes refirieron que un proyectil disparado desde un avión de la Fuerza Aérea fue el que impactó los cilindros de gas ubicados dentro del establecimiento de comercio, generando la explosión.

6.1.3. En tal sentido, no le dio credibilidad al testimonio de la señora Melba Antolinez Jiménez, cuando afirmó que las víctimas “para defenderse del cruce de disparos se metieron en los baños y que los tres cilindros con los que ellos trabajaban fueron perforados por un proyectil, originando la conflagración que afectó sus cuerpos con graves quemaduras” (f.484. c.p.).   

6.1.4. También descartó la declaración de la testigo María Isabel Moreno Ramírez rendida dentro del proceso penal en el que relató que “cayó una bala en el cilindro de gas que estaba junto al baño, la cual entró y volvió a salir y por los cuales salió el gas y los fumigó a todos, que salieron prendidos, cuando llegaron a la calle ya se les había quemado toda la ropa” (f. 484. c.p.).

6.1.5. El Tribunal consideró que los testimonios no tienen credibilidad, pues no existe prueba técnica que demuestre esa versión. Por el contrario, con base en la inspección judicial llevada a cabo el 12 de julio de 1999 por parte del Fiscal Octavo Delegado y su técnico en balística al lugar en donde acaecieron los hechos, dio por demostrado el a quo que la destrucción de las viviendas y establecimientos de comercio fueron consecuencia de la explosión de cilindros gas utilizados por la subversión como proyectiles con alto poder destructivo, los cuales no tienen mecanismos que permitan su disparo con precisión.   

6.1.6. Para fundamentar lo anterior se basó en que en el informe de inspección y las fotografías anexas no se evidenció la presencia de artefacto explosivo proveniente de las aeronaves utilizadas por la Fuerza Aérea para repeler el ataque, sino que, al contrario, evidenció cráteres causados por la explosión de cilindros, esquirlas y el hallazgo de algunos cilindros dejados de detonar; también residuos de bóxer, lo que indicó que se trataba de los utilizados por las FARC. No obstante, también hizo referencia el Tribunal a que el informe mencionó que “los impactos de proyectiles provenientes de la fuerza pública en razón de la defensa que estos hacían del lugar, dada la ubicación de los subversivos”, destruyeron las viviendas del municipio de Puertos Lleras (f. 485. c.p.).

6.1.7.  Adicionalmente, el Tribunal dio por demostrado que el apoyo aéreo prestado por la Fuerza Aérea fue realizado con cuidado y diligencia, “repeliendo el fuego enemigo” (f. 485 c.p.).

6.1.8. También, afirmó que “de los mismos «informes de misión cumplida» se extracta que los subversivos tomaron a la población civil como escudo y que con el fin de encubrir su huida por el río, utilizaron emblemas de la Cruz Roja, sin estar autorizados por la Institución Internacional, lo cual no fue motivo suficiente para ser blanco de impacto de las armas que brindaban apoyo de fuego a las tropas comprometidas en el combate” (f. 485 c.p.) (Énfasis de la Sala).

6.1.9. Agregó el Tribunal que su interpretación se ve reforzada por el fallo inhibitorio proferido por el Juzgado 124 de la Jurisdicción Penal Militar de 31 de mayo de 2001, en el que se adelantó investigación penal preliminar en contra de los miembros de la Fuerza Aérea por los hechos ocurridos entre el 9 y 11 de julio de 1999 en el Municipio de Puerto Lleras.  

6.1.10. Asimismo, se basó en el concepto del perito forense que sostuvo en el protocolo de necropsia realizado al cadáver de José Alberto Vergara Moreno que la causa su muerte fueron las quemaduras por explosión de un cilindro de gas, “teniendo en cuenta la información recibida y las declaraciones encontradas” (f. 486 c.p.). 

6.1.11. Dio por sentado el Tribunal que el caso bajo estudio “se trató de un ataque cruento e indiscriminado de la subversión contra la población, mediante la implementación de armas no convencionales censuradas por el Derecho Internacional Humanitario, amén de la superioridad numérica, que buscaba sembrar pánico y terror entre los habitantes del municipio, utilizándolos a la vez como escudo y a sus inmuebles como trincheras”. 

6.1.12. Así las cosas, dio por demostrada la causal eximente de responsabilidad consistente en el hecho de un tercero y concluyó que el ataque a la población y a la fuerza pública no puede considerarse un enfrentamiento armado. Agregó que no se demostró exceso en las funciones del Estado al repeler el ataque que fue determinante en la producción del daño antijurídico que se reclama “ni prueba alguna que pueda endilgarle responsabilidad al Estado a través de la entidades demandadas”.

7. La decisión de primera instancia fue oportunamente recurrida en apelación por la parte demandante, inicialmente negada por el Tribunal y luego fue concedida por esta Corporación, en la decisión de 12 de octubre de 2006 que desató el recurso de queja (f.490 c.p.). 

7.1. La parte recurrente, censuró la valoración de la prueba testimonial y documental que habría llevado al Tribunal a tomar una decisión equivocada, por la no aplicación de las reglas de la sana crítica, sin especificar cuáles inaplicó el a quo.

7.2. Manifestó la recurrente que los elementos probatorios permiten dar crédito a que i) existieron combates, en los que intervino el avión fantasma; ii) desde este se dispararon ametralladoras hacia diversos sitios del pueblo, donde se presumía u observaba la presencia de guerrilleros; iii) el incendio de la panadería fue causado por la explosión de los cilindros de gas que se utilizaban en la industria de la panadería, que eran de 100 libras iv) no quedó demostrado que los cilindros causantes del incendio en la panadería fueran de los que utilizó la guerrilla y v) la explosión de los cilindros en la panadería fue causada por impactos de ametralladora desde el avión fantasma, de donde se deriva la responsabilidad que se reclama. 

7.3. Finalmente, la recurrente cuestionó la interpretación que, según su criterio, le dio el Tribunal a los reportes de misión cumplida en el que aparece el parte “sin novedad”, pues ello solo hace referencia al cumplimiento de la orden militar y “el no haber tenido complicación en [su] ejecución” (…) “pero nunca dan cuenta de los efectos reales que se producen en tierra” (f. 492. c.p.).   

8. En el momento procesal correspondiente, las partes demandadas presentaron los alegatos de conclusión, en los siguientes términos: 

8.1. El Ejército Nacional solicitó que la decisión del Tribunal fuera confirmada, en tanto que no existe nexo causal que permita imputar la falla del servicio a la entidad que representa, pues quedó demostrado que los daños fueron causados por el hecho de un tercero y no existen medios probatorios que acrediten lo sostenido por el accionante sobre la causa de los daños imputable a la demandada (f.530 c.p.).

8.2. La Policía Nacional sostuvo que las pruebas allegadas al proceso demuestran la causal de exoneración de responsabilidad –hecho de un tercero-. Adicionalmente, sostuvo que no existen medios probatorios que acrediten la falla del servicio invocada. Finalizó, argumentando que el asunto no se puede analizar bajo el régimen de daño especial, toda vez que no se cumplen sus presupuestos: i) no se estableció que los hostigamientos se encontraban dirigidos contra las instalaciones de las fuerzas militares o de policía y ii) que las fuerzas militares o de policía tuvieran conocimiento previo del ataque subversivo. Por lo anterior, solicitó que la sentencia del Tribunal sea confirmada (f.532 c.p.).

CONSIDERACIONES DE LA SALA
III. Competencia

9. Por ser competente, procede la Sala a decidir en segunda instancia el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida por el Tribunal Administrativo del Meta el 17 de enero de 2006, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, pues la mayor pretensión que se estimó en la demanda supera los quinientos (500) salarios mínimos legales mensuales vigentes exigidos para la fecha de interposición del recurso (Ley 954 de 2005)
 (f. 26 c.1).

IV. Los hechos probados
10. Con base en las pruebas recaudadas en el proceso contencioso administrativo, valoradas en su conjunto, se tienen como ciertas las siguientes circunstancias fácticas relevantes:

10.1. El 10 y 11 de julio de 1999 ocurrió una toma guerrillera en el municipio de Puerto Lleras. 

Medios de prueba: 

10.1.1. Certificación del Personero Municipal de Puerto Lleras en la da cuenta de la muerte de unas personas en el marco de la toma guerrillera ocurrida los días 10 y 11 de  julio de 1999 (f. 72 c. 5).

10.1.2. Acta de la diligencia de inspección judicial adelantada por el Juez Promiscuo Municipal de Puerto Lleras en la casa en donde funcionaba el establecimiento comercial “La Primavera”, en la que se constataron los daños ocasionados al inmueble con ocasión de la toma guerrillera ocurrida el 10 y 11 de julio de 1999 (f.81 c.5).

10.2. Como consecuencia de la toma guerrillera, ocurrieron combates entre la fuerza pública y la guerrilla.

Medios de prueba:

10.2.1. Testimonio del señor Edilberto Guarín Vivas que da cuenta de los enfrentamientos entre las fuerzas insurgentes y las fuerzas armadas de Colombia (f.221 c.5).

10.2.2. Testimonio del  señor Olivo Martínez Jerez que fue testigo presencial del enfrentamiento de la fuerza pública y la guerrilla; da cuenta que inició el sábado 10 de julio de 1999, aproximadamente a las 4 de la mañana y terminó el domingo 11 de julio del mismo año en horas de la tarde (f.436 c.5):

El objetivo de ellos era el puesto de la policía, pero a causa de eso sufrió el comercio, se incendiaron almacenes, y los aviones ayudaron a bombardear para hacerlos retirar del pueblo, y varias casas fueron perforadas con el ataque de los aviones para sacar a la guerrilla. 

10.2.3. Testimonio del señor Edgar Mario Bravo Álvarez que da cuenta que hubo fuego cruzado entre la guerrilla y los militares (f.438 c.5).

10.2.4. Oficio de la Personera municipal de Puerto Lleras de 22 de octubre de 2002, en el que responde el requerimiento del Tribunal administrativo del Meta y certifica que hubo enfrentamientos entre las fuerzas militares y el grupo guerrillero de las FARC (f. 350 c.5).

10.2.5. Oficio n.° 008701–CACOM-2-ASELE-714 suscrito por el Comandante de la Base Aérea CT. Luis F. Gómez Niño, Brigadier General Ricardo Rubiano Groot Roman, en el que refiere que se prestó apoyo aéreo los días 10, 11 y 12  de julio de 1999, por requerimientos de las fuerzas de superficie en el área del municipio de Puerto Lleras según consta en las órdenes de vuelo n.° 1870, 1860, 1853 y 1863 de 10 de julio de 1999; n.° 1781, 1782, 1874, 1875, 1876, 1881, 1882, 1883, 1884,1887 y 1888 de 11 de julio de 1999; y 1890, 1898, 1901, 1904, 1905, 1907, 1908 y 1910 de 12 de julio de 1999 en el que se ayudó a defender la estación de policía (f.351 c.5).

10.3. Como consecuencia de los enfrentamientos entre la guerrilla y la fuerza pública perdieron la vida varios ciudadanos, entre ellos, José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez.   

Medios de prueba: 

Respecto de José Alberto Vergara:

10.3.1. Certificación del Alcalde de Puerto Lleras en el que da cuenta que José Alberto Vergara resultó gravemente lesionado (quemaduras) durante el enfrentamiento armado perpetrado en el casco urbano del municipio de Puerto Lleras y falleció el 13 de julio de 1999 como consecuencia directa de las lesiones sufridas en los hechos mencionados (f.70. c.5).

10.3.2. Certificación del personero municipal de Puerto Lleras, Meta, de 25 de julio de 1999, en el que da cuenta que José Alberto Vergara falleció durante la toma guerrillera de los días 10 y 11 de julio de 1999 (f. 72 c. 5).

10.3.3. Testimonio de Pedro Pablo Rubiano López en el que narra que le consta que José Alberto Vergara falleció en la toma guerrillera de Puerto Lleras y refiere que “en el abaleo no se sabe si fue la guerrilla o si sería el avión que venía disparando, porque los tiros que entraban venían de encima” (f.434 c.5).

10.3.4. Copia auténtica del registro civil de defunción de José Alberto Vergara (f.66 c.5).

Respecto de José Alberto Vergara Moreno 

10.3.5. Copia auténtica del registro civil de defunción (f.219 c.5).

10.3.6. Certificación del Alcalde de Puerto Lleras en la que da cuenta que José Alberto Vergara Moreno resultó gravemente lesionado (quemaduras) durante el enfrentamiento armado perpetrado en el casco urbano del municipio de Puerto Lleras y falleció el 27 de julio de 1999 como consecuencia directa de las lesiones sufridas en los hechos mencionados (f.71 c.5).

10.3.7. Certificación del personero municipal de Puerto Lleras, Meta, de 25 de julio de 1999, en el que da cuenta de que José Alberto Vergara Moreno resultó herido durante la toma guerrillera de los días 10 y 11 de julio de 1999 (f.72 c.5).

10.3.8. Testimonio de Pedro Pablo Rubiano López en el que narra que le consta que José Alberto Vergara Moreno falleció en la toma guerrillera de Puerto Lleras y refiere que “en el abaleo no se sabe si fue la guerrilla o si sería el avión que venía disparando, porque los tiros que entraban venían de encima.”

Respecto de Víctor Manuel Amaya Flórez: 

10.3.9. Registro civil de defunción (f. 212 c 5).

10.3.10. Certificación del personero municipal de Puerto Lleras, Meta, de 25 de julio de 1999, en la que da cuenta que Víctor Manuel Amaya Flórez falleció durante la toma guerrillera de los días 10 y 11 de julio de 1999 (f.72 c.5).

10.3.11. Testimonio del señor Olivo Martínez Jerez quien afirma que el señor Víctor Manuel Amaya Flórez falleció a causa de la toma guerrillera a la población de Puerto Lleras el 10 de julio de 1999 (f.436 c.5).

10.3.12. Testimonio del señor Edgar Mario Bravo Álvarez quien atestigua que Víctor Manuel Amaya Flórez murió quemado como consecuencia de la explosión en la panadería (f. 438 c.5).                           

10.4. Como consecuencia del enfrentamiento de la fuerza pública con la subversión se ocasionaron daños a construcciones del perímetro urbano del municipio y, concretamente, para efectos del proceso, a 4 propiedades del señor Pastor Bustos ubicadas en la i) calle 6B n.° 2-19 -25- 29; ii) carrera 1 n.° 6B – 02-04-08 / Calle 6B n.° 1-03; iii) calle 6B n.° 2 - 42-46 y iv) calle 6B n° 2- 03-09-13 / carrera 2 n.° 6B 2-06. 

Medios de prueba:

10.4.1. Testimonio del señor Edilberto Guarín Vivas en el que da cuenta que con ocasión del enfrentamiento entre los insurgentes y las fuerzas armadas se ocasionó el daño de muchas propiedades, entre las que se incluían algunas de Pastor Bustos. Refiere que conoce 4 propiedades del demandante: “…una que quedaba a orilla del río, donde funciona un negocio de cafetería y licores que se llama «toro berraco». En la siguiente cuadra un negocio que se ha llamado siempre el submarino; en seguida de esa propiedad donde funcionaba el IDEMA y al frente del IDEMA unas residencias, casi diagonal” (f.220-223 c.5). 

10.4.2. Declaración del señor Jesús Antonio García Parrado quien manifestó que como ingeniero civil tuvo un contrato de obra celebrado con Pastor Bustos para reconstruir 4 viviendas destruidas por los hechos ocurridos en julio de 1999 (f.224-227 c.5).

10.4.3. Oficio 5068900-698 de 17 de julio de 2002, suscrito por el Registrador de la Oficina de Registro de instrumentos públicos de San Martín, con el que envía los certificados de las Matrículas inmobiliarias n.° 236-000 3445 y 236-0016663 de bienes de propiedad de Pastor Bustos, identificado con cédula de ciudadanía 4.434.241 ubicados en el Municipio de Puerto Lleras. La matrícula 236-0016663 corresponde a una casa urbana ubicada en la calle 6b n.° 2-19 adquirida por Pastor Bustos mediante compraventa en el año 1973. La matrícula 236-0003445 corresponde a un lote urbano que colinda con la calle pública en la orilla del río Ariari, ubicado en la calle 6b n.° 1-03, sobre el que el señor Pastor Bustos adquirió el derecho de cuota equivalente al 50% el 17 de septiembre de 1998. El 9 de diciembre de 1999 Pastor Bustos transfirió el derecho de cuota del 50% a Alexander Bustos Cardona (f.287-296 c.5).

10.4.4. Certificación del Alcalde Municipal del municipio de Puerto Lleras en el que reconoce a Pastor Bustos como propietario de 4 predios que sufrieron graves deterioros con ocasión del combate armado que se presentó entre fuerzas insurgentes y miembros de la Fuerza Pública los días 10 y 11 de julio de 1999. La certificación identifica los predios con las siguientes direcciones: i) calle 6B n.° 2-19 -25- 29; ii) carrera 1 n.° 6B – 02-04-08 / Calle 6B n.° 1-03; iii) calle 6B n.° 2 - 42-46 y iv) calle 6B n° 2- 03-09-13 / carrera 2 n.° 6B 2-06 (f.102 c.5).

10.4.5. Recibo de impuesto predial que refiere como propietario a Pastor Bustos del predio ubicado en la calle 6b n.° 2- 42-46, con número de catastro 01 00 010 0018 001 y avalúo catastral de $8’795.000 para el año 1999 (f.111 c.5).

10.4.6. Recibo de impuesto predial que refiere como propietario a Pastor Bustos del predio ubicado en la calle 6b n.° 2 -19 -25 – 29, con número de catastro 01 00 0009 004 000 y avalúo catastral de $11’217.000 para el año 1999 (f.112 c.5).

10.4.7. Recibo de impuesto predial que refiere como propietario a Pastor Bustos y otro del predio ubicado en la calle 6b n.° 1-03 / carrera 1 n.° 6b -02-04-08-12-16, con número de catastro 01 00 003 0006 000 y avalúo catastral de $10’915.000 (f.113 c.5).

10.4.8. Recibo de impuesto predial que refiere como propietario a Pastor Bustos del predio ubicado en la calle 6b n.° 2-03-09-13 / carrera 2 n.° 6b – 02-06, con número de catastro 01 00 0009 0005 001 y avalúo catastral de $6’680.000 (f.114 c.5).

10.4.9. Original del contrato de obra n.° 001, suscrito el 12 de septiembre de 1999 entre los señores Pastor Bustos y Jesús Antonio García, cuyo objeto es la “reconstrucción de 4 viviendas en su interior y exterior ubicadas en el municipio de Puerto Lleras de propiedad del sr Pastor Bustos” (sic), cuyo costo total es de $80’080.000 discriminados así: 1. Por transporte de material, $2’6000.000; 2. Demolición y retiro de escombros, $4’000.000; 3 reconstrucción de paredes, puertas, cubierta, instalaciones eléctricas, instalaciones hidrosanitarias y demás acabados, $55’000.000 para un subtotal de $61’000.000. Adicionalmente, el contrato discrimina un AIU del 30% distribuido así; Administración 15%, $9’240.000; Imprevistos 10%, $6’160.000, Utilidad 5%, $3’080.000 (f.115 c.5.).
10.4.10. Oficio de agosto de 1999 suscrito por el arquitecto Carlos Omar Ladino López que contiene como anexo el informe técnico respecto de las construcciones afectadas por los ataques realizados al municipio de Puerto Lleras en el mes de julio y refiere que el presupuesto corresponde a 59 construcciones destruidas parcial o totalmente y fue elaborado a todo costo, considerando los daños que se pueden apreciar en cada una de las construcciones valoradas. Entre los daños a las construcciones refiere en la manzana n.° 4 la casa i) n.° 8 de Pastor Bustos, así: 1. Teja de asbesto cemento, 65 m², $28.000 = $1’820.000; 2. Teja plana de AC cielo raso, 50 m², $15.000 = 750.000; 3. Resane de muros, 1 Gl, $200.000 = 200.000; 4. Vinilo sobre muros, 140 m², $5.500 = 770.000; 5. Esmalte sobre metálicas, 16 m², $7.000 =$112.000; 6. Reparaciones eléctricas 1 Gl, $300.000= 300.000 para un total de $3’982.000. ii) casa n.° 9 de Pastor Bustos, así: 1. Teja de asbesto cemento, 60 m², $28.000 = $1’680.000; 2. Teja de Zinc, 55 m², $20.000 = $1’100.000, 3. Vinilo sobre muros, 130 m², $5.500 = $715.000, 4. Esmalte sobre metálicas, 14 m², $7.000 = $98.000 para un total de $3’593.000. iii) manzana n.° 5 la casa n.° 12 de Pastor Bustos, así: 1. Teja de asbesto cemento incluye accesorios, 60 m², $28.000 = $1’680.000; 2. Teja plana de asbesto cemento, 50 m², $16.000 = $800.000; 3. Resane de muros, 1 Gl, $200.000=$200.000; 4. Vinilo para muros, 110 m², $5.500 = $605.000; 5. Esmalte para metálicas, 15 m², $7.000 = $105.000 para un total de $3’390.000 y iv) casa n.° 13 de Pastor Bustos, así: 1. Teja de asbesto, 90 m², $28.000 = $2’520.000; 2. Vinilo sobre muros, 115 m², $5.500 = $632.500; 3. Resanes en general 1 Gl, $200.000 = 200.000 para un total de $3’352.500, perjuicios que sumados por los 4 bienes referidos da un total de $14’.317.500.

10.5. José Alberto Vergara era compañero de María Isabel Moreno Ramírez; padre de María Nelly Vergara Moreno, Luz Miryam Vergara Moreno, María Herminia Vergara Moreno, Melba Vergara Moreno, Elvia Vergara Moreno y Ana Isabel Vergara Moreno. Hermano de Ana Judit Vergara, José Manuel Vergara Moreno, Argemiro Vergara Vergara y Víctor Julio Vergara Moreno y padre de crianza de Alirio Vergara Ramírez.

Medios de prueba:

10.5.1. Copia del registro civil de nacimiento de José Alberto Vergara, María Isabel Moreno Ramírez (f.41 y 42 c.5). Declaraciones de Jorge Elías Rondón Castaño y de Pedro Pablo Rubiano López, sobre la calidad de compañera permanente de María Isabel Moreno Ramírez (f.274 y 434 c.5). Copia de los registros civiles de nacimiento de María Nelly Vergara Moreno, Luz Miryam Vergara Moreno, María Herminia Vergara Moreno, Melba Vergara Moreno, Elvia Vergara Moreno y Ana Isabel Vergara Moreno (f.43-52 c.5). Declaraciones de los señores Jorge Elías Rondón Castaño y de Pedro Pablo Rubiano López que refieren a Alirio Vergara Ramírez como hijo de crianza (f.275 y 434 c.5). Copia auténtica del registro civil de nacimiento de Ana Judit Vergara, José Manuel Vergara Moreno, Argemiro Vergara Vergara y Víctor Julio Vergara Moreno (f.54-58 c.5).

10.6. José Alberto Vergara Moreno era hijo de María Isabel Moreno Ramírez; hermano de María Nelly Vergara Moreno, Luz Miryam Vergara Moreno, María Herminia Vergara Moreno, Melba Vergara Moreno, Elvia Vergara Moreno y Ana Isabel Vergara Moreno. Y hermano de crianza de Alirio Vergara Ramírez.

Medios de prueba:

10.6.1. Copia auténtica del folio 43 del tomo 4 de nacimientos que reposa en la Registraduría del Estado Civil de Puerto Lleras, Meta, con los datos de José Alberto Vergara Moreno (f.50 c.5). Copia auténtica del registro civil de nacimiento de María Nelly Vergara Moreno, Luz Miryam Vergara Moreno, María Herminia Vergara Moreno, Melba Vergara Moreno, Elvia Vergara Moreno y Ana Isabel Vergara Moreno (f.43-53 c.5). Declaraciones de los señores Jorge Elías Rondón Castaño y de Pedro Pablo Rubiano López que refieren a Alirio Vergara Ramírez como hermano de crianza (f.275 y 434 c.5).

10.7. Víctor Manuel Amaya Flórez era cónyuge de Melba Antolinez Jiménez; padre de José Fredy, Martha Liliana, Alexander  y Edwin Amaya Antolinez, los tres últimos menores de edad.

Medios de prueba:

10.7.1. Copia del registro civil de nacimiento de Melba Antolinez Jiménez (f.60 c.5). Copia del registro civil de matrimonio de Víctor Manuel Amaya Flórez y Melba Antolinez Jiménez (f.69 c.5). Copia auténtica del registro civil de nacimiento de José Fredy, Martha Liliana, Alexander y Edwin Amaya Antolinez (f.61-64 c.5).

10.8. Los actores sufrieron perjuicio moral por la muerte de sus familiares: José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez.

Medios de prueba:

10.8.1. Testimonios de los señores Jorge Elías Rondón Castaño y Pedro Pablo Rubiano López respecto del perjuicio moral de los familiares por la muerte de José Alberto Vergara y José Alberto Vergara Moreno (f.277 y 433 c.5). Testimonios de los señores Olivo Martínez Jerez y de Edgar Mario Bravo Álvarez respecto del perjuicio moral de los familiares por la muerte de Víctor Manuel Amaya Flórez (f.435-437 c.5).

10.9. Pastor Bustos sufrió perjuicio moral por la destrucción de 4 de sus propiedades.

Medios de prueba:

10.9.1. Testimonios de los señores Edilberto Guarín Vivas y Jesús Antonio García Parrado (f.223-226 c.5).

10.10. Los accionantes, respecto de los señores José Alberto Vergara y José Alberto Vergara Moreno no acreditaron el monto ni la periodicidad de lo devengado por la actividad de agricultura y comercio. Con respecto a Víctor Manuel Amaya Flórez se acreditó que como panadero devengaba $300.000 mensuales. Lo cierto es que los tres estaban en edad productiva.

Medios de prueba:

10.10.1. Testimonio del señor Pedro Pablo Rubiano López que da cuenta de que José Alberto Vergara se dedicaba al comercio (panadería) y a labores del campo (agricultura y ganadería). Su hijo le ayudaba. 

10.10.2. Testimonio del señor Olivo Martínez Jerez, vecino de Víctor Manuel Amaya Flórez desde hacía 7 años y conocedor de que devengaba $300.000 pesos mensuales (f.435 c.5).

10.10.3. Testimonio de Edgar Mario Bravo Álvarez, vecino de Víctor Manuel Amaya Flórez por más de una década y atestigua que aquel devengaba $300.000 pesos mensuales (f.437 c.5).

10.11. El establecimiento comercial en donde funcionaba la panadería “La Primavera” sufrió daños como consecuencia del combate entre la guerrilla y la Fuerza Pública. 

Medio de prueba:

10.11.1. Acta de la diligencia de inspección judicial solicitada como prueba anticipada, adelantada por el Juez Promiscuo Municipal de Puerto Lleras en la casa en donde funcionaba el establecimiento comercial “La Primavera”, en la que hace referencia a los daños ocasionados al inmueble con ocasión de la toma guerrillera ocurrida el 10 y 11 de julio de 1999, los cuales fueron avaluados en $36’000.000 (f.81 c.5).

V. Problema jurídico

11. Corresponde a la Sala determinar la responsabilidad patrimonial de las entidades demandadas por el daño causado a los actores. Para ello será necesario analizar si la muerte de los señores José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez, y la destrucción de las propiedades de Pastor Bustos, fueron causadas al momento de la incursión guerrillera al municipio de Puerto Lleras, Meta, en un ataque indiscriminado a la población civil o si, por el contrario, se trató de un daño generado como consecuencia de un combate sostenido entre miembros de la insurgencia y las fuerzas militares y Policía Nacional.

VI. Análisis de la Sala
12. De conformidad con los hechos probados, la Sala tiene por demostrado los daños invocados por la parte actora. En tal sentido, está  debidamente acreditada la muerte de los señores José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez en los hechos ocurridos entre el 10 y 11 de julio de 1999. Así mismo, está acreditada la destrucción parcial de inmuebles por la misma causa, entre ellos, 4 inmuebles de Pastor Bustos y el establecimiento comercial “La Primavera”, en donde resultaron gravemente lesionados los familiares de los hoy accionantes y que a la postre fallecieron como consecuencia de las heridas.

13. Con base en lo anterior, la Sala entiende configurado el daño en cabeza de los familiares de las personas que perdieron la vida, puesto que conforme a las reglas de la experiencia, tal y como lo relataron los testigos referidos supra 10.8.1., 10.8.2., 10.8.3 y 10.8.4., se infiere el sentimiento de dolor, pena, sufrimiento, entre otros, de los miembros del núcleo familiar por la muerte de uno de sus seres queridos. De igual forma, se acreditó el sentimiento de congoja, angustia y dolor de quien sufrió la destrucción de sus propiedades, conforme con el relato de los testigos referidos ut supra 10.9.1. y 10.9.2. 

La jurisprudencia de esta Corporación así lo ha considerado: 

La Sala tiene establecido que si se acredita el nexo de parentesco entre dos personas, también es posible inferir el perjuicio padecido indirectamente por una persona, debido al daño irrogado a un ser querido como víctima directa del actuar lesivo de la administración.

14. Teniendo en consideración que el daño está debidamente demostrado, le corresponde a la Sala determinar si se trata de un daño antijurídico imputable a la Nación-Ministerio de Defensa-Ejército Nacional – Fuerza Aérea - Policía Nacional. 

15. La jurisprudencia de la Sala tiene por establecido que la imputación de responsabilidad a la administración debe estar en consonancia con la realidad probatoria, en cada caso concreto. Esto, porque, en cuanto el artículo 90 constitucional no privilegia un régimen especial de responsabilidad, los títulos o razones que permiten atribuir la responsabilidad al Estado son elementos argumentativos de la sentencia.

Así, señaló la Sala:

“7. Al no existir consagración constitucional de ningún régimen de responsabilidad en especial, corresponde al juez encontrar los fundamentos jurídicos de sus fallos.  Los títulos de imputación hacen parte de los elementos argumentativos de la motivación de la sentencia.

En la actualidad, las decisiones judiciales que se consideran admisibles son únicamente aquellas que tienen como sustento, criterios o parámetros distinguibles que puedan ser  revisados y analizados desde una órbita externa a la decisión misma. Bajo esa perspectiva, cada providencia judicial conlleva una elección entre diferentes opciones de solución, que, según el criterio del fallador, se escoge por mostrarse como la más adecuada al caso concreto.   

En ese orden de ideas, la razón por la cual se exige al juez dicha motivación tiene que ver con la necesidad de observar el itinerario recorrido para la construcción y toma de la decisión adoptada, de manera que se disminuya el grado de discrecionalidad del fallador quien deberá siempre buscar la respuesta más acertada, garantizando así una sentencia argumentada, susceptible de ser controvertida  en tal motivación por  vía de impugnación por las partes que se vean perjudicadas.  

En el caso colombiano, la obligatoriedad de motivación de las sentencias judiciales, encuentra su antecedente más cercano en el artículo 163 de la Constitución de 1886, regla ésta que fue excluida de la Carta Política de 1991 y que vino a ser incorporada de nuevo con la expedición de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia. Así mismo,  el Código Contencioso Administrativo contempla los elementos esenciales que deben contener las sentencias judiciales, entre los cuales aparece de manera expresa la necesidad de motivación.

En lo que refiere al derecho de daños, como se dijo previamente, se observa que el modelo de responsabilidad estatal establecido en la Constitución de 1991 no privilegió ningún régimen en particular, sino que dejó en manos del juez la labor de definir, frente a cada caso concreto, la construcción de una motivación que consulte razones, tanto fácticas como jurídicas que den sustento a la decisión que habrá de adoptar.  Por ello, la jurisdicción contenciosa ha dado cabida a la adopción de diversos “títulos de imputación” como una manera práctica de justificar y encuadrar la solución de los casos puestos a su consideración, desde una perspectiva constitucional y legal, sin que ello signifique que pueda entenderse que exista un mandato constitucional que imponga al juez la obligación de utilizar frente a determinadas situaciones fácticas un determinado y exclusivo título de imputación.

En consecuencia, el uso de tales títulos  por parte del juez  debe hallarse en consonancia con la realidad probatoria que se le ponga de presente en cada evento, de manera que la solución obtenida consulte realmente los principios constitucionales que rigen la materia de la responsabilidad extracontractual del Estado, tal y como se explicó previamente en esta providencia” 
. 

16. En relación con los daños ocasionados a civiles durante combates entre las fuerzas del Estado y la insurgencia, la Sala de la Sección Tercera ha señalado que debe procurarse la reparación e indemnización con fundamento en el artículo 90 constitucional, sin que resulte posible limitar la responsabilidad a los títulos de imputación de origen pretoriano, toda vez que lo relevante tiene que ver con el deber de resarcir a las víctimas del daño antijurídico, al margen de la ilicitud o irregularidad de la conducta. Veamos: 

Esta perspectiva no sólo se enmarca perfectamente en la evolución de la responsabilidad extracontractual del Estado sino que se explica por ella. En efecto, tal como lo desarrolló recientemente la Sala Plena de la Sección Tercera
, desde antes de la promulgación de la Constitución Política de 1991, los avances jurisprudenciales hicieron que el derecho de daños se desligara de la percepción civilista de la responsabilidad, fundada sobre la culpa, para darle cabida a un “sistema completo de protección de los bienes de los asociados que materializaba los fines y principios del ordenamiento constitucional anterior”.

Sobre el particular vale la pena recordar que, como lo ha considerado la Corte Constitucional
, el derecho de la responsabilidad previo a la Constitución de 1991 ya se fundaba en un “principio autónomo de garantía integral del patrimonio de los ciudadanos”, que justificaba la aplicación de regímenes objetivos de responsabilidad en los cuales lo importante es garantizar el resarcimiento de quienes han visto lesionado su interés jurídico como consecuencia de las actuaciones de las autoridades públicas, “independientemente que éstas fueran legítimas o ilegítimas, normales o anormales, regulares o irregulares”.

En estos términos, la cláusula general de responsabilidad del Estado consagrada en el artículo 90 de la Constitución de 1991
 y cuyo énfasis está en la antijuridicidad del daño y no en la de la actuación de la administración
, “debe ser entendida como el resultado del proceso histórico de consolidación de los sistemas de responsabilidad estatal”
, lo cual implica que el concepto de imputación no pueda ser restringido a los eventos en los cuales las actuaciones o las omisiones de las autoridades públicas han incidido fácticamente en la causación del daño –concepción subjetiva-, sino que hay que aplicarlo también a todas aquéllas situaciones en las cuales hay razones jurídicas en virtud de las cuales el Estado debe responder, a pesar de no haber influido concretamente en el resultado dañino –concepción objetiva-.

Este último es precisamente el caso de las tomas guerrilleras a municipios en las cuales han resultado afectados los derechos de particulares. En efecto, como lo consideró la Sala Plena de la Sección Tercera en la sentencia citada, precedente con base en el cual se adopta esta decisión, dichos hechos se presentan en el marco del conflicto armado interno para cuya terminación el Estado debe buscar soluciones y, en consecuencia, “se aparta de los más elementales criterios de justicia y equidad que, al producirse estos ataques subversivos, el Estado no acuda a socorrer a sus víctimas”
.

17. En síntesis, se ha aplicado el criterio conforme con el cual el Estado debe procurar la reparación de las víctimas de los daños antijurídicos ocasionados en el ámbito de combates en los que se hace uso de la fuerza pública, dado el deber que le asiste de proteger a los civiles en su vida, bienes, libertades y demás intereses jurídicos.  

18. Así las cosas, para la Sala resulta claro que los daños antijurídicos sufridos por los civiles en combates en el marco del conflicto armado interno, deben ser reparados por el Estado, con fundamento en el ordenamiento constitucional que le impone los deberes de proteger a las personas en sus vidas, libertades y bienes y demás intereses jurídicos y de procurar en la medida de lo posible su reparación e indemnización en los casos en que esos bienes resultan lesionados durante el ejercicio de la fuerza pública.

19. Con fundamento en lo expresado en precedencia, el argumento reiterado de las entidades demandadas en la contestación de la demanda y alegatos finales, consistente en que los ataques de la subversión fueron indiscriminados en contra de la población civil, y que ellos produjeron el daño, no sólo carece de fundamento fáctico, sino que, por el contrario, existen elementos de juicio que permiten concluir que los mencionados se dieron dentro del combate y, por lo tanto, no es posible aplicar la causal de exoneración de responsabilidad de hecho de un tercero, en la medida en que esos daños se causaron con ocasión del riesgo derivado del conflicto al que fueron sometidas las víctimas. 

20. Valorados en conjunto los medios de prueba permiten dar por probado que los daños demandados fueron consecuencia del combate: 

20.1. Tal y como se mencionó ut supra 10.1.2. en diligencia de inspección judicial en la que se valoraron los daños ocurridos en el establecimiento comercial en donde funcionaba la panadería “La Primavera”, se pudo constatar que  “todo esto [fue] dañado por la acción de las balas o proyectiles el día de la toma guerrillera a la población”. Ello evidencia el combate y descarta los daños únicamente por causa del ataque del grupo insurgente con cilindros de gas.

20.2. Incluso, el Tribunal también evidenció, en el mismo sentido, el informe de inspección llevada a cabo el 12 de julio de 1999 por parte del Fiscal Octavo Delegado y su técnico criminalístico en balística que las edificaciones tenían “los impactos de proyectiles provenientes de la fuerza pública en razón de la defensa que estos hacían del lugar, dada la ubicación de los subversivos” (f. 485 cp). Lo anterior indica, con dos medios de prueba diferentes que sí existió combate, pues de haber sido solo un ataque sin enfrentamiento, tal y como lo concluyó erróneamente el Tribunal, no hubieran quedado señales de proyectiles de la fuerza pública referidas por el Fiscal. 

20.3. También, tal y como lo sostuvo el Tribunal, se encontraron cráteres causados por la explosión de cilindros, esquirlas y el hallazgo de alguno cilindros dejados de detonar; además, residuos de bóxer, lo que indicó que se trataba de los utilizados por las FARC. En efecto, ello evidencia la intensidad y fuerza del combate en el que se enfrentaron la guerrilla y miembros de las fuerzas armadas y de policía.   

20.4. En el mismo sentido, el oficio n.° 008701 – CACOM-2-ASELE-714 suscrito por el Comandante de la Base Aérea CT. Luis F. Gómez Niño, Brigadier General Ricardo Rubiano Groot Roman, en el que refiere que se prestó apoyo aéreo los días 10, 11 y 12  de julio de 1999, por requerimientos de las fuerzas de superficie en el área del municipio de Puerto Lleras según consta en las órdenes de vuelo n.° 1870, 1860, 1853 y 1863 de 10 de julio de 1999. Al revisar en detalle las órdenes de vuelo, se evidencia que el 10 de julio, con la orden de vuelo 1853, la Fuerza Aérea le prestó apoyo armado a la Policía Nacional con un tiempo de vuelo de 5 horas 10 minutos desde las 5:30 a.m. hasta las 10:40 a.m. utilizando como armamento calibre punto 50, 2.700 cartuchos, desde la aeronave AC-47 de matrícula 1689, en el que se describe que se prestó apoyo a la Estación de Policía de Puerto Lleras (f. 381 c. 5), lo que demuestra el combate desde horas de la mañana del 10 de julio de 1999, el cual coincide con la hora de lo sucedido, que tal y como narraron los testigos, ocurrió en horas de la mañana y “no se sabe si fue la guerrilla o el avión que venía disparando” (f. 434 c. 5). Si bien existe indeterminación sobre quién generó el daño, no existen dudas de que el mismo se originó en el marco del combate entre la guerrilla y la fuerza pública/Policía Nacional y Fuerza Aérea. 

20.5. También, coincide lo anterior, con lo narrado por el testigo Olivo Martínez Jerez que dio cuenta de las casas perforadas por armamento de los aviones de la Fuerza Aérea (f. 436 c 5), el cual, se infiere por esta Sala, se identifica por ser de calibre punto 50, lo cual demuestra que efectivamente hubo combate.

21. En conclusión, esta Sala encuentra elementos de juicio sólidos que le permiten dar por acreditado que, en cuanto fueron ocasionados durante el combate entre miembros de las FARC y miembros de las fuerzas militares y policía nacional, se trata de daños que los actores no tienen por qué soportar. En consecuencia, revocará la decisión del a quo declarará la responsabilidad patrimonial de la Nación, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional y Policía Nacional por los daños antijurídicos sufridos por los actores durante el combate entre la fuerza pública y la insurgencia, ocurrido en Puerto Lleras, Meta, el 10 y 11 de julio de 1999 y pasará a resolver sobre las indemnizaciones solicitadas. 

VII. Indemnización de perjuicios

Perjuicios morales

Por la muerte de los señores José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez
22. La Sala infiere el perjuicio moral de los actores, del hecho cierto de la muerte de José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez, de tal forma que ordenará indemnizar a los actores, para lo cual se tendrá en cuenta el parentesco o circunstancias de cada uno de ellos, y los estándares fijados en precedentes, así
:   

	REPARACIÓN DEL DAÑO MORAL EN CASO DE MUERTE

	
	NIVEL 1
	NIVEL 2
	NIVEL 3
	NIVEL 4
	NIVEL 5

	Regla general en el caso de muerte
	Relación afectiva conyugal y paterno – filial
	Relación afectiva del 2º grado de consanguinidad o civil 
	Relación afectiva del 3º grado de consanguinidad o civil 
	Relación afectiva del 4° grado de consanguinidad o civil.
	Relación afectiva no familiar (terceros damnifica-dos)

	Porcentaje
	100%
	50%

	35%
	25%
	15%

	Equivalencia en salarios mínimos
	100
	50
	35
	25
	15


José Alberto Vergara

23. De las pruebas recaudadas se infiere que su núcleo familiar lo componía su compañera e hijos. Adicionalmente, respecto de la relación con sus hermanos, el testigo Pedro Pablo Rubiano López refirió que pudo ver la afectación que les causó a todos ellos su muerte (f. 433 c. 5). También la relación con José Alirio Vergara Ramírez, quien se reconocerá como hijo de crianza. Por lo anterior, se tasarán los perjuicios morales, así:

	María Isabel Moreno Ramírez
	Compañera Permanente
	100 s.m.l.m.v.

	María Nelly Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Luz Miryam Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	María Herminia Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Melba Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Elvia Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Ana Isabel Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	José Alirio Vergara Ramírez
	Hijo de crianza
	100 s.m.l.m.v.

	Ana Judith Vergara
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	José Manuel Vergara
	Hermano
	50 s.m.l.m.v.

	Argemiro Vergara
	Hermano
	50 s.m.l.m.v.

	Víctor Julio Vergara Moreno
	Hermano
	50 s.m.l.m.v.


José Alberto Vergara Moreno

24. De las pruebas obrantes en el proceso se infiere que su núcleo familiar lo componía su madre, su padre fallecido, hermanas y hermano de crianza. Como perjuicios morales se reconocerá lo siguiente:

	María Isabel Moreno Ramírez
	Madre
	100 s.m.l.m.v.

	María Nelly Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Luz Miryam Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	María Herminia Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Melba Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Elvia Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Ana Isabel Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	José Alirio Vergara Ramírez
	Hermano de crianza
	50 s.m.l.m.v.


Víctor Manuel Amaya Flórez
25. De las pruebas obrantes en el proceso se infiere que el núcleo familiar lo componían su cónyuge e hijos, razón por la cual se reconocerá como perjuicios morales, lo siguiente:  

	Melba Antolinez Jiménez
	Cónyuge
	100 s.m.l.m.v.

	José Fredy Amaya Antolinez
	Hijo
	100 s.m.l.m.v.

	Martha Liliana Amaya Antolinez
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Alexander Amaya Antolinez
	Hijo
	100 s.m.l.m.v.

	Edwin Amaya Antolinez
	Hijo
	100 s.m.l.m.v.


Pastor Bustos
Como quiera que la Sala encontró acreditados, mediante prueba testimonial (ver párr. 13), los perjuicios morales derivados de la afectación a los inmuebles de propiedad del señor Pastor Bustos, reconocerá diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes en favor del demandante por este concepto.    

Perjuicios materiales

Lucro cesante

26. En la demanda se pidió la indemnización de perjuicios materiales, por lucro cesante, derivados de la pérdida de ayuda económica que recibía María Isabel Moreno Ramírez
 de su compañero José Alberto Vergara. Adicionalmente, se solicitó el reconocimiento de $36’000.000 millones de pesos por causa de la destrucción del establecimiento comercial en donde funcionaba la panadería “La Primavera”.

27. En lo que respecta a la dependencia económica de María Isabel Moreno Ramírez, compañera supérstite, los testimonios allegados al proceso refirieron que ella se dedicaba a las labores de hogar, y que dependía económicamente de José Alberto Vergara (f. 276 c. 5 y f. 433 c. 5), sin embargo, no se estableció el monto de la ayuda económica ni lo devengado por el compañero fallecido.

28. Así las cosas, conforme con la inveterada jurisprudencia de la Corporación, se tendrá como ingreso el salario mínimo legal mensual vigente para la fecha de ejecutoria de la presente sentencia, esto es, la suma de $781.242, como quiera que le resulta más favorable el salario mínimo de 2018, que el de 1999, indexado.

29. En ese orden, se tendrá como ingreso el valor de $781.242, al cual le será sumado el 25% de prestaciones sociales conforme al estándar sostenido por esta Sala y se le restará el 25% como presunción de lo que el fallecido utilizaba para sí mismo, por lo que el valor resultante es de $732.414 que será la suma que se tendrá en cuenta como base para liquidar el lucro cesante.
30. Asimismo, se tendrá en cuenta que José Alberto Vergara para la fecha de su fallecimiento contaba con 58 años de edad y que conforme a la Resolución 112 de 29 de julio de 2007, la vida probable restante era de 22,28 años, los cuales representan en meses un total de 267,31 meses, a los que se les resta el tiempo de lucro consolidado (229,44 meses), quedando un periodo a indemnizar de 37,87 meses, correspondiente al tiempo de lucro cesante futuro.  Estas indemnizaciones se liquidarán de conformidad con las formulas del acrecimiento así:

31. En la sentencia de unificación de jurisprudencia del 22 de abril de 2015, esta Corporación frente al acrecimiento señaló
:
A los integrantes del grupo familiar que dejaron de percibir la ayuda económica del fallecido se les liquidará el lucro cesante con el acrecimiento al que tienen derecho, por el hecho de extinguirse la concurrencia de cada uno de los demás miembros que limitaba la participación en los recursos destinados a la satisfacción de las necesidades del núcleo familiar. 

A esos efectos se fijan las cuotas de participación de forma que, alcanzada la edad en que de ordinario se logra la independencia económica de los hijos no discapacitados o agotado el tiempo de la expectativa de vida, la participación dejada de percibir por cada uno se reparte entre los restantes a los que, conforme con las reglas de la liquidación, aún les asiste el derecho a la porción y así sucesivamente. Se debe tener en cuenta, además, que a partir de la fecha en que todos los hijos alcanzan la autonomía económica, el trabajador habría aumentado las reservas para sus propias necesidades. Y, en esas circunstancias, la distribución será del 50% de los ingresos totales para cada consorte, cónyuge o compañero(a), siendo este porcentaje la proporción que se reconocerá al cónyuge supérstite, a partir de entonces.
32. Teniendo en cuenta lo anterior, esta Sala procederá a liquidar la indemnización por lucro cesante a los demandantes, siguiendo los criterios de liquidación de la sentencia precitada, que indica:

Aplicando los criterios de liquidación del lucro cesante señalados en la jurisprudencia vigente, se procede con el acrecimiento, como sigue: 

1) Se establece la renta mensual del fallecido, destinada a la ayuda económica del grupo familiar, a partir de los ingresos mensuales devengados por aquel al momento del deceso. Los salarios no integrales se incrementan en un 25%, por concepto de prestaciones sociales. Del ingreso mensual obtenido se deduce el 25% correspondiente a los gastos personales del trabajador. El valor así calculado se actualiza con el Índice de Precios al Consumidor. El resultado final es la renta actualizada (Ra). 

2) Se determina el tiempo máximo durante el cual se habría prolongado la ayuda económica al grupo familiar (Tmax). Al efecto se toma el menor valor, en meses, resultante de comparar el periodo correspondiente al miembro del grupo familiar que hubiere recibido la ayuda durante más largo tiempo, teniendo en cuenta la edad de 25 años, en la que se presume la independencia económica de los hijos no discapacitados y la expectativa de vida en los demás casos, con el periodo correspondiente a la expectativa de vida del fallecido. Asimismo, se halla el tiempo consolidado o transcurrido desde la ocurrencia de los hechos hasta la fecha la sentencia (Tcons), y el tiempo futuro (Tfut), que corresponde al periodo que falta para completar el tiempo máximo de la ayuda económica, esto es, (Tfut) = (Tmax)-(Tcons). 

3) Con la renta actualizada (Ra) se calcula la renta destinada a la ayuda económica para el grupo familiar, dejada de percibir por el fallecido, durante el tiempo consolidado (Rc) y el tiempo futuro (Rf), aplicando las fórmulas acogidas por la jurisprudencia vigente (…).

4. Luego, se distribuye entre los actores beneficiarios la renta dejada de percibir por el fallecido durante el tiempo consolidado (Rc) y el tiempo futuro (Rf), teniendo en cuenta i) el periodo durante el que cada uno de ellos la habría percibido; ii) que de existir cónyuge o compañero(a) supérstite e hijos, se asigna el 50% del lucro cesante para el primero, la otra mitad a los hijos por partes iguales y, siendo único beneficiario, al cónyuge o compañero(a) supérstite se le asigna el 50% de la renta dejada de percibir por el trabajador y iii) que la porción dejada de percibir por uno de los beneficiarios acrecerá, por partes iguales, las de los demás. Al efecto, se halla el valor de la renta a distribuir (Vd) como lucro cesante entre los beneficiarios, en cada uno de los periodos en los que debe hacerse el acrecimiento, dividiendo el valor de la renta dejada de percibir - (Rc) o (Rf)- por el tiempo consolidado o futuro -(Tcons) o (Tfut)-, según corresponda y multiplicando el resultado por el número de meses del periodo en el que se va a distribuir (Pd). En los cálculos se utilizarán cifras con dos decimales, salvo en el caso del interés legal señalado.

33. Así las cosas, toda vez que para el día en que perdió la vida, esto es el 12 de julio de 1999, al señor José Alberto Vergara le quedaban 22 años de vida probable y teniendo en cuenta que su compañera María Isabel Moreno Ramírez para la misma fecha tenía 51 años de edad
, se tiene que estadísticamente el señor José Alberto Vergara hubiera vivido menos que su esposa, por lo tanto la indemnización se realizará teniendo en cuenta la expectativa de vida de aquel.

34. Luego entonces, para el 12 de julio de 1999 el señor José Alberto Vergara tenía como hijos menores de 25 años a Elvia Vergara Moreno quien para dicha fecha contaba con 24 años
 -y estaba a 9 meses de cumplir 25 años de edad- y a Ana Isabel Vergara Moreno quien contaba con 18 años de edad
 –y estaba a 6 años y 8 meses de cumplir 25 años de edad-.

35. Entonces, el tiempo máximo (Tmax) a liquidar será de 22 años, o sea, 264 meses de vida probable del fallecido José Alberto Vergara.  De los 264 meses ya se han consolidado (Tcons) 229 meses (desde el 12 de julio de 1999 hasta el 30 de agosto 2018
) quedando futuros (Tfut) 35 meses. 

Lucro cesante Consolidado José Alberto Vergara

36. Para el efecto se aplica la fórmula que reiterativamente ha sido instrumentada por la Sala
, según la cual:

S= Ra (1+i)n-1
                I

S= 732 414 (1+0.004867)229-1

                 0.004867

S= $ 307'964.444,68

36.1.2. El total de lucro cesante consolidado
 es de $307'964.444,68
37. El periodo 1 de liquidación corresponde a 8.73 meses que comprenden la porción de tiempo desde el 12 de julio de 1999, fecha de la muerte de la víctima hasta el 2 de abril del año 2000, fecha en la que Elvia Vergara Moreno cumplió 25 años de edad. A esta etapa de la indemnización corresponde el valor de $11.719.975,28.
37.1. Entonces, durante los primeros 8.73 meses de lucro cesante consolidado (Pd1), mientras Elvia Vergara Moreno cumplía 25 años de edad, se asignará la mitad de la renta consolidada dejada de percibir por el fallecido en ese periodo ($11.719.975,28.) a la cónyuge, y la otra mitad se divide en partes iguales a las dos hijas menores de 25 años.

	Pd 1 total
	       $11.719.975,28 
	

	Esposa 50%
	          $5.859.987,64 
	

	2 hijas
	          $2.929.993,82 
	Para cada hija


37.2. El periodo 2 de liquidación corresponde a 71.4 meses que comprenden la porción de tiempo desde el 3 de abril de 2000, fecha (día siguiente) en que Elvia Vergara Moreno cumplió 25 años de edad, hasta el 15 de marzo de 2006, fecha en que Ana Isabel Vergara Moreno cumplió 25 años. A esta etapa de la indemnización corresponde el valor de $95.854.093,35.
37.2.1. Durante este periodo se asignará la mitad de la renta dejada de percibir para la cónyuge más la mitad de la parte de la porción que le habría correspondido a Elvia Vergara Moreno; y la otra mitad más la porción que le corresponde a Ana Isabel. 

	Pd 2 total
	       $95.854.093,35 

	Esposa 62,5%
	       $59.908.808,34 

	Ana Isabel 37,5
	       $35.945.285,01 


37.3. En los siguientes 149,53 meses de daño consolidado (Pd3), que se cuentan desde el 16 de marzo de 2006, fecha (día siguiente) en que Ana Isabel Vergara Moreno cumplió 25 años, hasta la fecha de la sentencia, la indemnización se calculará sólo a favor de la cónyuge supérstite, descontando los mayores gastos personales que habría tenido el fallecido (esto es un 50%), siendo la base de liquidación para este periodo la suma de $200.743.173,37.

	Total Pd3
	     200.743.173,37 

	Esposa 50%
	     100.371.586,69 


Lucro cesante futuro José Alberto Vergara 

38. Para el efecto se aplica la fórmula para calcular el lucro cesante futuro que reiterativamente ha sido instrumentada por la Sala, según la cual:

i = Es la constante del interés puro o técnico: (0,004867) 
n = (Tfut) a número de meses a indemnizar: 37,87 meses
VA = Es el valor actual: 732.414,38
S= VA (1+i)n - 1
            i (1+1)n
S = 732.414,38* 1,004867 37,87 
                     i * 1004867 37,87
S =        $30.374.861,97 

38.1. El total de lucro cesante futuro a distribuir es de $30.374.861,97, de los cuales, corresponde el 50% a la cónyuge o compañera permanente así:  

	Liquidación del lucro cesante futuro
	 
	 

	 
	Futuro últimos 37,87 m. (Pd4)
	Total lucro cesante futuro

	Valor de la renta a distribuir (Vd)
	       30.374.861,97 
	 

	Maria Isabel Moreno Ramírez (C)
	$ 15.187.430,98 
	$ 15.187.430,98 

	Incremento reservas para necesidades del fallecido. Valor no acrecido (50%)
	$ 15.187.430,98 
	 

	Total renta distribuida
	$ 30.374.861,97 
	$ 15.187.430,98 


39. Toda vez que la demanda no contiene pretensión de indemnización por concepto de lucro cesante por la muerte de Jose Alberto Vergara Moreno, la Sala se abstendrá de estudiar la viabilidad de este reconocimiento. 

Lucro cesante consolidado Víctor Manuel Amaya Flórez 

40. Para la fecha del daño, el señor Víctor Manuel Amaya Flórez tenía 41 años y le quedaban 36,94 años de vida probable y teniendo en cuenta que su compañera Melba Antolinez Jiménez para la misma fecha tenía 31 años de edad
, se tiene que estadísticamente el señor Víctor Manuel hubiera vivido menos que su esposa, por lo tanto la indemnización se realizará teniendo en cuenta la expectativa de vida de aquel.

40.1. Si bien se acreditó que el señor Víctor Manuel Amaya Flórez devengaba $300.000 pesos mensuales, esta suma actualizada resulta inferior al salario mínimo legal mensual vigente para la fecha de esta sentencia. Por tal razón la Sala aplicará como factor base de liquidación el salario mínimo actual vigente. 

41. Para la fecha del daño, los hijos del señor Víctor Manuel eran menores de 25 años; José Fredy Amaya Antolinez contaba con 19 años y 4 meses
 -y estaba a 5 años y 8 meses de cumplir 25 años de edad-, Alexander Amaya Antolinez contaba con 10 años y 1 mes
 -y estaba a 14 años y 11 meses de cumplir 25 años-, Edwin Amaya Antolinez contaba con 8 años y 9 meses –y estaba a 16 años y 3 meses de cumplir 25 años- y Martha Liliana Amaya Antolinez quien contaba con 5 años y 2 meses de edad
 –y estaba a 19 años y 10 meses de cumplir 25 años de edad-.

42. Entonces, el tiempo máximo (Tmax) a liquidar será de 36 años y 11 meses, o sea, 443,26 meses de vida probable del fallecido Víctor Manuel Amaya Flórez.  De los 443,26 meses ya se han consolidado (Tcons) 229 meses (desde la fecha del daño hasta el 30 de agosto 2018
) quedando futuros (Tfut) 213,82 meses. 

43. Para el efecto, se aplica la fórmula que reiterativamente ha sido instrumentada por la Sala
, según la cual:

S= Ra (1+i)n-1
                I

S= 732 414 (1+0.004867)229-1

                 0.004867

S= $ 307'964.444,68

43.1. El total de lucro cesante consolidado
 es de $307'964.444,68. 

44. El periodo 1 de liquidación corresponde a 68,04 meses que comprenden a la porción de tiempo desde la fecha del daño, hasta que José Fredy Amaya Antolinez cumplió 25 años de edad, esto es, el 13 de marzo de 2005. A esta etapa de la indemnización corresponde el valor de $91.327.842,68.
45. El periodo 2 de liquidación corresponde a 110,39 meses que comprenden la porción de tiempo desde el 14 de marzo de 2005, hasta el 29 de mayo de 2014, fecha en que Alexander Amaya Antolinez cumplió 25 años. A esta etapa de la indemnización corresponde el valor de $148.168.248,27.
46. El periodo 3 de liquidación corresponde a 16,60 meses que comprenden la porción de tiempo desde el 30 de mayo de 2014 hasta el 17 de octubre de 2015, fecha en que Edwin Amaya Antolinez cumplió 25 años. A esta etapa de la indemnización corresponde el valor de $22.286.900,60.

47. En los siguientes 34,41 meses de daño consolidado (Pd4), que se cuentan desde el 18 de octubre de 2015, fecha (día siguiente) en que Edwin Amaya Antolinez cumplió 25 años, hasta la fecha de la sentencia, la indemnización se calculará sólo a favor de la cónyuge supérstite y la hija (aún menor) Martha Amaya Antolinez, siendo la base de liquidación para este periodo la suma de $46.181.453,12.

	Liquidación del lucro cesante consolidado Víctor Manuel Amaya Flórez
	 
	

	 
	Consolidados primeros 68,04 m. (Pd1)
	Consolidado siguientes 110,39 m. (Pd2)
	Consolidado siguientes 16,60 m. (Pd3)
	Consolidado siguientes 34,41 m. (Pd4)
	Total lucro cesante consolidado
	 

	Valor de la renta a distribuir (Vd)
	$91.327.842,68 
	$148.168.248,27 
	$22.286.900,60 
	$46.181.453,12 
	 
	 

	MELBA ANTOLINEZ JIMENEZ
	$45.663.921,34 
	$78.714.381,89 
	$12.381.611,45 
	$28.863.408,20 
	$165.623.322,88 

	JOSE FREDY AMAYA ANTOLINEZ
	$11.415.980,34 
	
	 
	 
	$11.415.980,34 

	ALEXANDER AMAYA ANTOLINEZ
	$11.415.980,34 
	        23.151.288,79 
	
	 
	$34.567.269,13 

	EDWIN AMAYA ANTOLINEZ
	$11.415.980,34 
	        23.151.288,79 
	            4.952.644,58 
	 
	$39.519.913,71 

	MARTHA LILIANA AMAYA ANTOLINEZ
	$11.415.980,34 
	        23.151.288,79 
	            4.952.644,58 
	$17.318.044,92 
	$56.837.958,63 

	Total renta distribuida
	$91.327.842,68 
	$ 148.168.248,27 
	$22.286.900,60 
	$46.181.453,12 
	$307.964.444,68 

	                                                           229,44 
	                      68,04 
	                       110,39 
	                           16,60 
	                        34,41 
	$307.964.444,68 

	factor de distribución
	 
	          4.630.257,76 
	            1.238.161,14 
	         5.772.681,64 
	
	


Lucro cesante futuro Víctor Manuel Amaya Flórez 

48. Para el efecto se aplica la fórmula para calcular el lucro cesante futuro que reiterativamente ha sido instrumentada por la Sala, según la cual:

i = Es la constante del interés puro o técnico: (0,004867) 
n = (Tfut) a número de meses a indemnizar: 213,82 meses
VA = Es el valor actual: 732.414,38
S= VA (1+i)n - 1
            i (1+1)n
S = 732.414,38* 1,004867 213,82 
                     i * 1004867 213,82
S =        $274.482.360,49 

49. El total de lucro cesante futuro a distribuir es de $274.482.360,49, de los cuales, corresponde distribuir la suma de $10.362.593,72 en el pd1, esto es, en los primeros 8,07 meses contados desde la fecha de la sentencia hasta la fecha en que Martha Amaya Antolinez cumplirá 25 años (4 de mayo de 2019) y la suma de $264.119.766,77 en el pd2, esto es, en la porción de tiempo contada desde que la última de las menores alcanzó los 25 años hasta la fecha de vida probable del difunto. En este último periodo, se otorga el 50% a la cónyuge o compañera permanente así:  
	Liquidación del lucro cesante futuro Víctor Manuel Amaya Flórez

	 
	Futuro primeros 8,07 m. (Pd5)
	Futuro últimos 205,75 m. (Pd6)
	Total lucro cesante futuro

	Valor de la renta a distribuir (Vd)
	     10.362.593,72 
	      264.119.766,77 
	

	MELBA ANTOLINEZ JIMENEZ
	$ 5.181.296,86 
	$ 132.059.883,38 
	$ 137.241.180,24 

	JOSE FREDY AMAYA ANTOLINEZ
	0
	0
	$ 0,00 

	ALEXANDER AMAYA ANTOLINEZ
	0
	0
	$ 0,00 

	EDWIN AMAYA ANTOLINEZ
	$ 0,00 
	0
	$ 0,00 

	MARTHA LILIANA AMAYA ANTOLINEZ
	$ 5.181.296,86 
	 
	$ 5.181.296,86 

	Incremento reservas para necesidades del fallecido. Valor no acrecido (50%)
	0
	$ 132.059.883,38 
	$ 132.059.883,38 

	Total renta distribuida
	$ 10.362.593,72 
	$ 264.119.766,77 
	$ 274.482.360,49 


Daño emergente

50. Respecto de los perjuicios materiales por la destrucción de 4 propiedades de Pastor Bustos, se reconocerá por este concepto la suma de $14’317.500, según lo determinado en el dictamen del arquitecto Omar Ladino López, funcionario de la División de Control y Apoyo Logístico de la entonces Secretaría de Infraestructura del Meta, por contener un resumen detallado de los daños de las propiedades del accionante, suma que actualizada a valor actual arroja un total de $36´524.129,91 de conformidad con la fórmula de matemática financiera utilizada por esta Corporación así: 
Ra  = Rh (14317500) x 
Índice final (142,27)





      
Índice Inicial (55,77)

Ra = 36´524.129,91
51. Respecto de los perjuicios materiales por el daño al establecimiento comercial “La Primavera”, fue incorporada al proceso el acta de inspección judicial en la que estuvieron presentes dos peritos nombrados por el Juez (f. 81 c. 5). 

51.1. En dicho documento se consignó una relación de daños y la cifra total del mismo, avaluada en $36’.000.000. No obstante, más allá de que esta Sala advierte que a la diligencia consignada en el acta no se le dio la naturaleza de dictamen pericial, y por lo tanto, no fue trasladada a la parte demandante para que fuera objetado, lo cierto es que allí aparece una relación de bienes dañados. 

51.2. Para la Sala, este documento, si bien contiene evidencia fundada en el concepto de expertos sobre el valor de los daños, y puede tenerse como testimonio técnico recibido durante la diligencia, no da cuenta de la razón del dicho de los peritos, o lo que es lo mismo, no explica cómo llegaron a ese valor de $36´000.000. 
51.3. Por tanto, como quiera que la Sala encontró en el dictamen del arquitecto Omar Ladino López, funcionario de la División de Control y Apoyo Logístico de la entonces Secretaría de Infraestructura del Meta, la tasación de los perjuicios ocasionados a 4 inmuebles de propiedad de uno de los demandantes en este proceso -y por el mismo evento dañoso-, tomará como fundamento y ejemplo ese avalúo, para otorgar una indemnización proporcional a la señora María Isabel Moreno Ramírez por concepto de la afectación al inmueble en que residía y donde además funcionaba la panadería La Primavera.  

51.4. Con fundamento en lo anterior, la Sala fijará el valor a indemnizar por este concepto en la suma de $9´131.029,75, que corresponde a una cuarta parte del valor con el que se indemnizará al señor Pastor Bustos por la afectación a cuatro propiedades.

52. Para efectos de determinar el porcentaje de responsabilidad que corresponde a cada una de las entidades involucradas en este asunto, la Sala considera que debe ser establecida en el 50% para cada una y, por lo tanto, ordenará en la parte resolutiva de la sentencia que las víctimas puedan elegir a qué entidad cobrar el 100% de la condena, sin perjuicio de que dicha entidad pueda repetir contra la otra, en el porcentaje que le corresponde.
VIII. Costas

53. El artículo 55 de la Ley 446 de 1998 establece que se condenará en costas a la parte que hubiere actuado en forma temeraria. En el presente caso la Sala no observa comportamiento temerario en las actuaciones procesales de las partes, razón por la cual no se condenará en costas.

54. En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera –Subsección “B”-, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,
FALLA

REVOCAR la sentencia del 17 de enero de 2006 proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, y en su lugar: 

PRIMERO. SE DECLARA patrimonialmente responsables a la Nación-Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Fuerza Aérea y Nación - Policía Nacional por los daños sufridos por los actores en razón de la muerte de los señores José Alberto Vergara, José Alberto Vergara Moreno y Víctor Manuel Amaya Flórez y la afectación causada a 4 propiedades de Pastor Bustos y al establecimiento comercial “La Primavera”, durante el combate entre la fuerza pública y la insurgencia ocurrido entre los días 9, 10 y 11 de julio de 1999, en el municipio Puerto Lleras-Meta. 

SEGUNDO. SE CONDENA a la Nación Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Fuerza Aérea y Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a pagar en favor de los actores, cada una de las siguientes sumas de dinero por concepto de perjuicios morales: 

Por la muerte de José Alberto Vergara:

	María Isabel Moreno Ramírez
	Compañera Permanente
	100 s.m.l.m.v.

	María Nelly Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Luz Miryam Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	María Herminia Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Melba Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Elvia Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Ana Isabel Vergara Moreno
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	José Alirio Vergara Ramírez
	Hijo de crianza
	100 s.m.l.m.v.

	Ana Judith Vergara
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	José Manuel Vergara
	Hermano
	50 s.m.l.m.v.

	Argemiro Vergara
	Hermano
	50 s.m.l.m.v.

	Víctor Julio Vergara Moreno
	Hermano
	50 s.m.l.m.v.


Por la muerte de José Alberto Vergara Moreno:

	María Isabel Moreno Ramírez
	Madre
	100 s.m.l.m.v.

	María Nelly Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Luz Miryam Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	María Herminia Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Melba Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Elvia Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	Ana Isabel Vergara Moreno
	Hermana
	50 s.m.l.m.v.

	José Alirio Vergara Ramírez
	Hermano de crianza (tercero damnificado)
	50 s.m.l.m.v.


Por la muerte de Víctor Manuel Amaya Flórez:


	Melba Antolinez Jiménez
	Cónyuge
	100 s.m.l.m.v.

	José Fredy Amaya Antolinez
	Hijo
	100 s.m.l.m.v.

	Martha Liliana Amaya Antolinez
	Hija
	100 s.m.l.m.v.

	Alexander Amaya Antolinez
	Hijo
	100 s.m.l.m.v.

	Edwin Amaya Antolinez
	Hijo
	100 s.m.l.m.v.


Por la afectación a los inmuebles de propiedad del señor Pastor Bustos: 

La suma equivalente a diez (10) salarios mínimos legales mensuales vigentes al momento de ejecutoria de la presente condena. 

TERCERO.   SE CONDENA a la Nación, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Fuerza Aérea y Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a pagar a los demandantes las siguientes sumas por concepto de perjuicios materiales en la modalidad de lucro cesante: 

Por la muerte del señor José Alberto Vergara: 

	Actor
	Total lucro cesante

	María Isabel Moreno Ramírez (C)
	$ 181.327.813,01 

	Elvia Vergara Moreno (H)
	$ 2.929.993,82 

	Ana Isabel Vergara Moreno (H)
	$38.875.278,83 

	Total

	$223.133.085,66 

	
	


Por la muerte del señor Víctor Manuel Amaya Flórez:

	Actor
	Total lucro cesante

	MELBA ANTOLINEZ JIMENEZ
	$302.864.503,13 

	JOSE FREDY AMAYA ANTOLINEZ
	$11.415.980,34 

	ALEXANDER AMAYA ANTOLINEZ
	$34.567.269,13 

	EDWIN AMAYA ANTOLINEZ
	$39.519.913,71 

	MARTHA LILIANA AMAYA ANTOLINEZ
	$62.019.255,49 

	Total
	$450.386.921,78 


CUARTO. SE CONDENA a la Nación, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Fuerza Aérea y Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a pagar a Pastor Bustos la suma de $36´524.129,91 por concepto de daño emergente por afectación a 4 de sus propiedades.

QUINTO. SE CONDENA a la Nación, Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Fuerza Aérea y Ministerio de Defensa – Policía Nacional, a pagar a la señora María Isabel Moreno Ramírez, por concepto de reparación de los daños materiales al predio en el que funcionaba el establecimiento comercial la Primavera, el valor de $9´131.029,75. 
SEXTO: Las víctimas podrán elegir a la entidad que deberá pagar el 100% del valor de la condena, sin perjuicio de que dicha entidad pueda repetir contra la otra, en el porcentaje que le corresponde. Para estos últimos efectos, se determina en el 50% la responsabilidad de cada una: Ministerio de Defensa – Ejército Nacional – Fuerza Aérea y Ministerio de Defensa – Policía Nacional. 

SÉPTIMO. Sin condena en costas.

OCTAVO. Por secretaría EXPEDIR copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil, las cuales se entregarán a quien acredite estar actuando como apoderado judicial dentro del proceso.
NOVENO. DESE cumplimiento a esta sentencia en los términos de los artículos 176 y siguientes del C.C.A.

DÉCIMO. Ejecutoriada la presente sentencia, DEVOLVER el expediente al tribunal de primera instancia para lo de su cargo.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

STELLA CONTO DÍAZ DEL CASTILLO
Presidenta de la Sala

RAMIRO PAZOS GUERRERO

Magistrado
� La cuantía del proceso supera la exigida para que esta Corporación pueda conocer en segunda instancia respecto de un proceso de reparación directa, de conformidad con la Ley 954 de 2005, esto es 500 S.M.L.M.V., que equivalían a $ 143’000.000, toda vez que la demanda se presentó en el año 2001 y el salario mínimo para ese año se fijó en la suma de $286.000. Es de anotar que la pretensión de mayor valor de la demanda es por perjuicios materiales –lucro cesante- estimada en $150’000.000 para María Isabel Moreno (f. 26 c. 1).


� Sentencia del 12 de mayo de 2011, exp. 18902, C.P. Danilo Rojas Betancourth.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera,  sentencia del 19 de abril de 2012, ponente Hernán Andrade Rincón, expediente 190012331000199900815 01 (21515).


� Ibídem.


� Sentencia C-831 de 8 de agosto de 2001, M.P. Álvaro Tafur Galvis.


� “El Estado responderá patrimonialmente por los daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades públicas”


� Ponencia del constituyente Juan Carlos Esguerra Portocarrero, citada por la Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, sentencia de 19 de abril de 2012, op. cit.


� Id.


� Ibid.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia de 28 de agosto de 2014, exp. 27709, C.P. Carlos Alberto Zambrano.


� “y/o quien acredite mejor derecho” f. 26 c.5, lo que para la Sala hace referencia a los hijos del occiso. 


� Sentencia de unificación de jurisprudencia del 22 de abril de 2015 CE-SUJ-3-001 de 2015, exp No. 19.146, M.P Stella Conto Díaz del Castillo.


� Contaba con 51 años de edad para la fecha de los hechos, nacida el 14 de junio de 1948.





� Nacida el 2 de abril de 1975.





� Nacida el 15 de marzo de 1981.





� Se toma la fecha de la Sala de decisión en la que se aprobó el fallo.


� En la que “i” es una constante, “S” corresponde a la indemnización debida, “Ra” corresponde a renta actualizada y “n” corresponde al número de meses por liquidar.


� Si bien este es el valor total a distribuir (75% de lo devengado por el occiso) en el periodo consolidado, en el periodo final – y debido a las fórmulas del acrecimiento-, cuando ya todos los hijos menores han alcanzado la edad de 25 años, el saldo restante se divide en partes iguales entre los cónyuges. Así, los fondos que habría reservado el difunto para sus gastos personales y los que destinaría a su cónyuge, son del 50% para cada uno (en vez del 75% cuando hay hijos). Por esta razón, sólo si se tiene en cuenta dicho descuento (el mayor porcentaje reservado para gastos propios del causante), resultarán coincidentes este valor y el total de la liquidación a reconocer a los beneficiarios de la condena.  


� Contaba con 31 años de edad para la fecha de los hechos, nacida el 19 de marzo de 1961 f.60 c.5.





� Nacido el 13 de marzo de 1980.





� Nacido el 29 de mayo de 1989.


� Nacida el 15 de marzo de 1981.





� Se toma la fecha de la Sala de decisión en la que se aprobó el fallo.


� En la que “i” es una constante, “S” corresponde a la indemnización debida, “Ra” corresponde a renta actualizada y “n” corresponde al número de meses por liquidar.


� Ver nota al pie 18.  


� Ver nota al pie 18. 





